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Este nuevo criterio de la Consejería va a motivar que enviemos escritos a los ciudadanos que se habían 
puesto en contacto con nosotros para manifestar dicha queja de falta de asimilación, al objeto de que se 
les emita un nuevo certificado acreditativo de su discapacidad.

01.III.2.2.6 
Lengua de Signos

Ya en el informe del año 2012 señalábamos que la Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales 
promovió la aprobación de la Ley 11/2011 por el que se regula el uso de la Lengua de Signos Española 
y los medios de apoyo a la comunicación oral de las personas sordas, con discapacidad auditiva y con 
sordoceguera en Andalucía. Desde entonces varias han sido las veces que la Federación Andaluza de 
Asociaciones de Personas Sordas se han dirigido a nosotros con el deseo de “Conseguir una implementación 
progresiva y efectiva de la ley” (queja 13/884) como por ejemplo a través de la presentación de un borrador 
de un “Programa-concierto de accesibilidad a la comunicación a través del intérprete de lengua de signos 
para los Servicios ordinarios y urgencias de 24 horas”. A lo que la Consejería contestó sobre las diferentes 
subvenciones a los programas y con el compromiso de dar cumplimiento a las previsiones legales referidas 
a la accesibilidad de la comunicación de las personas con discapacidad auditiva.

También en este año 2014 se han dirigido a nuestra Institución varias Asociaciones, encabezadas por la 
Asociación Cultural de Personas Sordas de Sevilla, solicitando la intervención de esta Defensoría ante 
la que consideraban una deficiente calidad del servicio de información prestado por el Ayuntamiento 
de Sevilla, a través del teléfono 010, a personas con necesidades auditivas especiales. Ante tal solicitud, 
se lleva a cabo una intervención mediadora entre la parte afectada y el Ayuntamiento citado, resultado 
de la cual es el compromiso de este último de mejorar la calidad de tal servicio, para lo cual interesa la 
colaboración de las asociaciones promotoras de la queja (queja 14/3657).

01.III.2.2.7 
Servicios Sociales y Discapacidad

La precariedad, no ya económica, sino incluso de medios físicos y de recursos personales de valimiento, 
en conjunción, generan situaciones muy penosas para quienes las sufren y para quienes las conocen sin 
poder remediarlas. Siendo así que, en no pocas ocasiones, perduran en el anonimato, debido a la falta 
de capacidad de la persona afectada para alzar su voz pidiendo ayuda.

En el sentido apuntado, hemos de traer a colación el supuesto del que se nos dio noticia en los últimos 
meses del pasado año, que alertaba de la situación de precariedad y abandono en la que se encontraban 
una madre mayor y su hijo de mediana edad, que vivían juntos y que estaban precisados de atención 
residencial debido a su incapacidad de autovalimiento (ella por su edad y él por tener amputadas ambas 
piernas) y a la carencia de suministros básicos esenciales en su domicilio.

Si bien la razón inicial de la queja era la de denunciar el retraso en la tramitación en plazo de sus 
respectivos procedimientos de dependencia, instando a su resolución para que pudieran acceder a 
una plaza residencial concertada, enseguida se produjo una circunstancia de urgencia sobrevenida, 
ocasionada por la entrada de gran cantidad de agua en la vivienda de estas personas, a causa de las 
abundantes lluvias que se estaban produciendo en esos días y que la habían anegado por su estado 
ruinoso.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/tras-nuestra-mediaci%C3%B3n-el-ayuntamiento-mejorar%C3%A1-el-servicio-010-para-personas-con-necesidade
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La situación perentoria que se nos trasladó, motivó que desde esta Institución nos pusiéramos en contacto 
con el Servicio de Gestión de Emergencias del teléfono 112, al que facilitamos los datos de identidad y 
de contacto telefónico oportunos, a efectos de que se pusieran en marcha los recursos de emergencia 
social correspondientes.

El asunto terminó satisfactoriamente desde la perspectiva de la dependencia, al ser aprobada plaza 
residencial para madre e hijo de forma diligente. No obstante, la limitada capacidad de intervención de 
los recursos de emergencia social activados, para dar no ya una respuesta puntual, sino una solución 
que eliminase el riesgo, nos generó dudas, que hemos canalizado en la queja 14/5715, tramitada en la 
actualidad de oficio.

En dicha actuación, interesamos conocer los mecanismos de intervención y los recursos existentes para 
dar una respuesta adecuada a las situaciones de emergencia social, distintas de las sanitarias y de las 
de incendio y salvamento; y, en consecuencia, pedimos conocer los instrumentos de coordinación que 
para ello se establecen a través del Servicio 112. Todo ello, pensando esencialmente en la situación de 
personas enfermas y ancianas que residan solas o se encuentran abandonadas, o de personas sin hogar, 
en los casos en que precisan ayuda urgente.

También hemos solicitado información sobre cuáles son los organismos y entidades con competencia en 
materia social, cuya intervención se insta y coordina desde el 112 y a través de qué recursos y medios, y 
finalmente, la titulación, formación y especialización en este ámbito que se exige al personal que presta 
servicio en el Sistema de Gestión, concretamente para las emergencias sociales.

Esta actuación viene a abundar en aspectos relacionados con otra investigación que ha llevado a cabo 
esta Defensoría, iniciada en el año 2013, en materia de coordinación entre los servicios sanitarios de 
emergencia y los servicios sociales, a raíz del fallecimiento de un joven en el Centro de Acogida Municipal 
del Ayuntamiento de Sevilla, al que se le desplazó tras haber sido dado de alta en el Servicio de Urgencias 
de un Hospital Sevillano. 

01.III.2.3 
Servicios Sociales Comunitarios

01.III.2.3.1 
Personas sin Hogar

Abordar la situación de la personas que viven en la calle, duermen cuando pueden en albergues o centros 
de acogida, se alimentan en comedores sociales, piden limosnas o aparcan vehículos en nuestras calles, ha 
sido una constante preocupación de esta Defensoría a favor de los derechos de los más desfavorecidos.

Por otra parte, al perfil clásico de personas sin hogar, en la situación actual, en la que aún estamos viviendo 
las consecuencias y efectos de la crisis económica y financiera que ha venido asolando a nuestro País 
y a nuestra Comunidad, el fenómeno producido de la exclusión residencial ha agudizado el número de 
personas que viven en la calle. No en vano, el Informe elaborado por la Fundación FOESSA arroja algunos 
datos al respecto, como que casi el 34% de la población andaluza está teniendo algún tipo de problema 
con la vivienda y casi un 6% ha recibido algún tipo de amenaza de expulsión.

Y es que la situación de especial desvalimiento de una persona que vive en la calle puede verse agravada 
por otras circunstancias o factores, tanto personales como sociales. Nos referimos a marginación, carencia 
de recursos o de empleo, desarraigo, soledad, ruptura personal, subculturización como modo de vida, 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/ahondamos-en-el-funcionamiento-del-servicio-de-gesti%C3%B3n-de-emergencias-en-andaluc%C3%ADa

